
Gestiones ante organismos internacionales

Esperamos que Venezuela comprenda que nos atrevemos a hacer estas recomendacio­
nes por JUlestro compromiso internacional con los derechos humanos y por nuestra
certeza de que ellas redundarán en una mayor protección de los derechos humanos.

Americas Watch, 1994

A lo largo de este periodo la comunidad
internacional siglÚó mostrando un interés cre­
ciente por la situación de los derechos huma­
nos en Venezuela, lo que se reflejó en el
número de misiones que visitaron el país, los
informes producidos, el apoyo a la formación
de agentes locales de promoción y defensa y
una mayor acti vidad de los órganos de la OEA
y de las Naciones Unidas en relación con
casos y situaciones violatorios de derechos
humanos en Venezuela.

Organismos
Intergubernamentales

La Comisión Interamericana de Derechos

Humanos (CIDH) continuó conociendo las
denuncias presentadas por Provea, Red de
Apoyo por la Justicia y la Paz, Comité de
Familiares de la Víctimas de los sucesos fe­

brero-marzo de 1989 (Cofavíc) y la Federa­
ción Nacional de Defensa de los Derechos

Humanos (Fenadeh).
Cofavic presentó más recaudos sobre el

caso de la muerte de Elezar MA VARES, ocu­

rrida en el marco de la poblada nacional de
febrero de 1989, que agotó las instancias na­
cionales y fue elevado a la CIDH en octubre
de 1992. Este órgano solicitó información al
gobierno venezolano en mayo, junio y agosto
de 1994 con el objeto de llegar a una solución
amistosa del asunto, sin embargo, el Estado
venezolano desestimó la propuesta alegando
que hay una sentencia absolutoria a favor de
un funcionario pÚblico y que hasta la fecha no
exis ten elementos que permitan abrir una nue­
va averiguación. Por otra parte, el ente oficial
enfatizó no tener ninguna responsabilidad en

cuanto a las condiciones exigidas por el
peticionario sobre la indemnización de los
familiares y la adecuación del ordenamien­
to juridico interno al derecho internacional
de los derechos humanos en base a una

petición individual. E.:,tas razones llevaron
a Cofavíc a solicitar que la Comisión someta
el caso Mava~ a la Corte Interamericana de

Derechos Humanos; hasta la publicación de
este Informe dicha petición se encuentra pen­
diente.

Asimismo, la denuncia presentada por Fe­
nadeh ante la aDH a mediados de 1989, por
la negación en los tribunales del país de un
recurso de habeas corpus, bajo el inválido
alegato de la suspensión de garantías consti­
tucionales, fue respondido por las autoridades
en términos poco satisfactorios y formalistas.
El gobierno venewlano señala que el amparo
fue negado al no comprobarse maltratos, tor­
turas e incomunicación, omitiendo mención
alguna sobre la negación de un recurso jurídi­
co esencial vigente, aún bajo suspensión de
garantías constitucionales.

En 1989, La Red de Apoyo por la Justicia
y la Paz denunció ante la aDH retardo pro­
cesal en el caso de Luis Miguel VILLANUE­
VA, quien fuera asesinado en 1987 por agen­
tes de la Disip en Maracay, Edo. Aragua.
También el caso de José LlÚs PAlDMARES,

quien resultara muerto a consecuencia de tor­
turas en un centro de adiestramiento de las

Fuef7~s Armadas, fue llevado ante la CIDH
por violación a las garantías judiciales. Desde
entonces y hasta la fecha, la Red ha mantenido
un constante flujo de información y la Comi­
sión ha solicitado al gobierno venewlano
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apegarse a la recta administración de justicia
en base a los compromisos internacionales
asumidos.

En el periodo que ocupa este Informe se
retornó con más fuerza el caso de Villanueva,
ya que el funcionario presuntamente respon­
sable fue puesto en libertad bajo la protección
del Director de la DISIP del Edo. Aragua y
estuvo implicado en los actos terroristas re-

gistrados los últimos meses de 1993. En cuan­
to al caso de Palomares, el gobierno venezo­
lano dio por concluida las gestiones de relT'i­
sión de información ya que la averiguación
fue cerrada.

Por otra parte, el Comité de Derechos
Económicos Sociales y Culturales de las Na­
ciones Unidas manifestó interés en obtener

mayor información sobre la situación de los
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derechos bajo su mandato en Venezuela, con
el objeto de dar inicio al seguimiento de las
responsabilidades internacionales adquiridas
por el estado en virtud del Pacto relativo a
dichos derechos.

También en el campo de los derechos
económicos, sociales y culturales, la Organi­
zación Panamericana de la Salud prodújo un
informe sobre la situación de la salud en Ve-
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nezuela. J\tfiembros de ONGs locales de dere­
chos humanos sostuvieron contactos con la

consultaría jurídica de esta institución en tor­
no a la conceptualización de este derecho.

Por su parte, la Organización Internacio­
nal del Trabajo (OIT) en su Informe de la
Comisión de Expertos en Aplicación de Con­
venias y Recomendaciones, sometido a la
consideración de la 81 ª Reunión de la Confe-
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rencia Internacional del Tmbajo correspon­
diente a junio de 1994, evaluó el gmdo de
cumplimiento de siete convenios suscritos
por el Estado de Venezuela en materia de
trabajo.

La Comisión mtificó comentarios anterio­

res que consideran contraria al Convenio la
Ley sobre Vagos y Maleantes, pues faculta a
"las autoridades administrativas para dictar
y aplicar medidas de internación en una casa
de reeducación y trabajo o en una colonia
agrícola correcionalo una colonia de traba­

jo, para corregir o:!J0ner a recaudo a los
vagos y maleantes" 3 . En virtud de este Con­
venio "sólo podrá exigirse trabajo ... en virtud
de una condena pronunciada por sentencia
. di . 1,,360]U Cla .

Por otro lado, se exigió al gobierno tomar
"las medidas necesarias para restringir la
definición de vagancia contenida en los artí­
culos 1 y 2, a)" de dicha ley, "ya que la
definición excesivamente amplia de la vagan­
cia y delitos asinúlados puede convertirse en
un medio de imposición directa o indirecta al
trabajo, en contradicción con el Convenio".

La Comisión tomó nota de las informacio­

nes surninistmdas por el gobierno "según las
cuales, en aplicación de las disposiciones
antes mencionadas, fUeron aplicadas medi­
das de seguridad a 476 personas en 1990, a
560 en 1991ya 911 en 1992; siendo la dura­
ción de 30 a 36 meses" .

"La Comisión tomó nota con interés, a

pesar de que de las cifras anteriores se
desprende que la aplicación de tales medi­
das va en aumento, de las indicaciones co­

municadas por el gobierno según las cua­
les, si bien aún no ha sido derogada la Ley
sobre Vagos y Maleantes, destinada a regu­

lar el estado peligroso sin delito, cuyo con­
tenido permitió trasladar la jurisdicción
penal a los órganos administrativos, exis­
ten actualmente dos demandas de inconsti-

359 Ley Sobre Vagos y Maleantes, Arts. 17, 21 Y23.
360 Convenio Off Nº 29,Art. 2, literal c.
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tucionalidad de la mencionada ley, que han
sido comunicados por el gobierno. Este aña­
de que además, se encuentra ante el Congre­
so de la República un proyecto de Código
Contravencional, elcualestablecerálacom­

petencia en materia penal y dero gará la Ley
sobre Vagos y Maleantes" .

La Comisión, al igual que ha hecho Pro­
vea en los Últimos seis años, mtifica su interés
en que la próxima memoria entregada por el
gobierno informe sobre "las disposiciones
mencionadas que han sido derogadas".

Otro aspecto a tener en cuenta en el perío­
do que cubre este Informe es el interés que la
comunidad internacional prestó al proceso
electoml de diciembre de 1993, el cual reunió
a un número sin precedente de observadores
electomles y corresponsales extmnjeros. El
Centro pam la Promoción de la Democmcia
de la Organización de Estados Americanos y
el Instituto Interamericano de los Derechos

Humanos (IIDH) enviaron misiones de obser­
vación que estuvieron distribuídas al interior
del país, donde mantuvieron un contacto cer­
cano con ONGs de derechos humanos, repre­
sentantes vecinales y religiosos que participa­
ron en iniciativas de vigilancia electoral.

La comunidad intergubernamental tarn­
bién manifestó una profunda preocupación
por la situación penitenciaria. A raíz de los
sucesos de Sabaneta, un delegado de la Unión
Europea realizó una visita consultiva a los
organismos de derechos humanos con la in­
tención obtener impresiones sobre un proyec­
to carcelario que apuntaría a la formación de
reclusos en materia ocupacional así como la
incorpomción de la dimensión de los dere­
chos humanos en la fom1ación de los cuerpos
de seguridad.

A raíz de la creciente atención que la
comunidad internacional ha mostmdo sobre
las violaciones de los derechos humanos en

Venezuela, el Ministerio de Relaciones Exte-



riores creó la Unidad de Derechos Humanos,
cuyo principal objetivo es tratar todo lo refe­
rente a los casos venezolanos presentados
ante el sistema ínteramericano, además de

preparar informes para la ONU y la OEA
sobre la materia. Sin embargo, hasta la fecha
esta entidad no se ha acercado a las ONGs

nacionales, lo cual hace temer que su función
esté más dedicada a un rescate de imagen que
al intercambio genuino en la búsqueda de
soluciones a los problemas de derechos hu­
manos del país.

En junio de 1994 el gobierno firmó la Con­
vención Interamericana sobre Desaparición
Forzada de Personas, la cual hasta los momen­
tos no ha sido ratificada por el Omgreso.

Contactos con gobiernos

La disposición de más gobiernos por co­
nocer la situación de los derechos humanos

en Venezuela fue la constante durante ellap­
so que comprende este Informe. Las repre­
sentaciones diplomáticas del Reino Unido,
Italia, Dinamarca, Alemania y Estados Uni­
dos solicitaron a los organismos de derechos
humanos información con el objeto de elabo­
rar documentos para ser presentados a sliS

gobiernos y parlamentarios.
Asímismo, representantes de varias ONGs

nacionales participaron en reuniones con diver­
sos representantes de alto rango de la administra­
ción del Presidente Clinton, en tomo a la situa­

ción de los derechos humanos en el país.

Organismos no gubernamentales

A finales de 1993 se publicaron dos infor­
mes sobre la situación de derechos humanos

en Venezuela, elaborados por Amnistía Inter­
nacional (Al) y Americas Watch (AW).

Bajo el título" Venezuela: el eclipse de los
derechos humanos", Al presentó un docu-
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mento en el cual señala que, a pesar de los 35
años de ininterrumpida democracia, la grave­
dad y persistencia de las violaciones de dere­
chos humanos es cada vez mayor. A lo largo
de 48 páginas, el documento da cuenta de
casos de tortura, tratos crueles y degradantes,
detenciones arbitrarias, ejecuciones, extraju­
diciales, represión violenta a manifestaciones
y la brutal respuesta a un motín carcelario;
según Al, tales acciones se deben en buena
medida a la tolerancia de las autoridades que
"han consentido que los fUncionarios del Es­
tado conculquen estos derechos con casi ab-

tu· 'dad,361so ta l111PUnz .

Por su parte, AW en su informe "Los
derechos humanos en Venezuela" alude al

período constitucional presidido por Carlos
Andrés Pérez, al cual caracteriza "por abusos
en contra la población civil en una serie de
casos que han recibido notoriedad, incluyen­
do a presidiarios, supuestos subversivos, di­
rigentes populares y otras personas opuestas

1 l' .. del b' ,,362a as po lllcas y eslralegzas go lerno .
En opinión de AW, "los venezolanos de cual­
quier región están convencidos de que el im­

perio de la leyes una utopía, que la justicia
es un lujo que sólo está al alcance de los ricos
y los poderosos, y que los agentes del Estado
pueden quebrantar los derechos humanos
fUndamentales con total impunidad,363. En
cuanto a los derechos económicos, sociales y
culturales, la organización destaca que "los
costos del programa de ajJ,ste han sido distri­
buidos de manera nuy desigual (...) lapobreza
se ha incrementado, los servicios públicos han
sido recortados y se ha extendido la ya amplia
brecha entre ricos y pobres ..."364 .

Ambos informes han contado con accio­

nes de seguimiento, con el objeto de asegurar
que la nueva administración tome medidas
efectivas sobre las situaciones denunciadas.

361 ~ISTIA INlER.1"1ACIONAL: Venezuela:_ el eclipse de los ¡jerechos humanos. Edai, Madrid, 1993.
pag.7.

362 AMERICAS WATCR Los derechos humanos en Venezuela, resumen. Washington, 1993. pág. 1.
363 Americas Watch: Op. cit., pág. 2. -----
364 Americas Watch: Op. cit., pág. 5.
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En mayo de 1994, Al realizó una misión de
alto nivel que tuvo contacto con autoridades,
víctimas y organizaciones de derechos huma­
nos en los estados Zulia y Bolívar, así como
en el Distrito Federal. Al finalizar la misión,
la delegación de Al expresó en rueda de pren­
sa: "constatamos con gran sorpresa que nada
se ha hecho para corregir la dramática situa­
ción de violación a los derechos humanos en

Venezuela. De las 79 recomendaciones que
hicimos a las autoridades venewlanas en

1993, para hacer valer los derechos huma­
nos, ninguna ha sido aplicada ... ,,365. Por su
parte, AW dirigió una carta al Presidente Cal­
dera en marzo de 1994, donde expresa impor­
tantes recomendaciones en materia de dere­

chos humanos para" evitar que los abusos que
ocurren queden impunes" .

El Centro para la Justicia y el Derecho
Internacional (CEJIL), continuó apoyando
casos presentados por ONGs venezolanas
ante el sistema interamericano de protección
de los derechos humanos, jugando un papel
de especial relevancia en audiencias ante la
CIDH en relación con el caso de la masacre

de El Amparo; tales gestiones tuvieron un
peso importante para lograr el pase de este
caso a la Corte Interamericana.

En materia carcelaria, el Observatorio In­

ternacional de Prisiones (OIP) incluyó el caSo
venezolano en su reporte anual. Esta ONG
trabaja de manera coordinada con los grupos
de derechos humanos nacionales que tratan el
tema de prisiones.

Sin duda, a lo largo del período cubierto
por este Informe, se observa un interés cre­
ciente por la situación de los derechos econó­
micos, sociales y culturales en Venezuela, así
como un mayor contacto entre ONGs locales
e internacionales en este campo.

El derecho a la salud también ha sido

objeto de atención por parte de organismos no
gubernamentales internacionales; la Asocia­
ción Americana para el Avance de la Ciencia

365 El Nacional, 04.06.94.
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(AAAS)ha comenzado un proyecto sobre el
derecho a la salud y comenzó a producir in­
formación sobre contenidos de este derecho.

Esta misma organización ha iniciado jlmto a
Huridocs una propuesta de desarrollo de me­
jores métodos y recursos para ONCJS en el
monitoreo de derechos económicos, sociales
y culturales, que pretende profundizar teórica
y prácticamente los sistemas internacionales
de protección de estos derechos y los meca­
nismos de vigilancia local. Desde Provea se
ha comenzado el seguimiento de estas inicia­
tivas con el objeto de socializadas a nivel
nacional en un futuro cercano.

En el mes de junio de este año, ONGs
venezolanas hicieron contacto con la Coali­

ción sobre Derecho a la Vivienda y Desalojos
(CORRE), la cual ha desarrollado un marco
normati va del derecho a la vivienda y tiene un
activo programa en los campos de investiga­
ción, denuncia, litigio, educación y solidari­
dad en casos bajo su mandato. Esta organiza­
ción mostró interés por casos venezolanos, en
especial por la situación de la comunidad de
El Homito, Edo. Zulia, y solicitó información
sobre las violaciones del derecho a la vivienda

en el país, dejando abierta la posibilidad de
realizar una visita.

Otro de los derechos que más atención ha
tenido por parte de la comunidad internacional
es el conjunto de derechos de los pueblos indios.
Survival Intemacional se hizo eco de la situa­

ción de la etnia Yabarana, Edo. Amazonas,
emprendiendo una acción urgente con el objeto
de asegurar que el Instituto Agrario Nacional
diera atención prioritaria al problema de propie­
dad de la tierra que afecta a dicha etnia.

Por su parte, Washington Office on Latin
America (WOLA), decidió crear lm nuevo
programa que investigue los vínculos entre el
neoliberalismo, la democracia y el respeto a
los derechos hwnanos; Venezuela fue escogida
como caso piloto para dicha investigación. En
septiembre de 1994 un representante de



WOIA visitó el país Ysostuvo entrevistas con
sindicalistas, economistas, investigadores, diri­
gentes políticos y grupos de derechos humanos.

La Comunidad no gubernamental de de­
rechos humanos a nivel internacional sigue
constituyendo un apoyo importante para pro­
fundizar la formación de los trabajadores en
derechos hun1anos en Venezuela. En agosto
de 1994 miembros de ONGs nacionales con

trabajo de educación escolar en derechos hu­
manos asistieron al n Encuentro Latinoame­

ricano de Experiencias y E<;trategias de For­
mación Docente en Derechos Humanos que
se desarrolló en Aguascalientes, México.

El apoyo formativo del Instituto Intemme­
ricano de Derechos Humanos (IIDH) dumnte
este período se concretó en el ya tradicional
Curso Interdisciplinario que se realiza todos
los años enSanJosé de Costa Rica.Igualmen­
te, participantes venezolanos se hicieron pre­
sentes en el Primer Curso Especializado en
Derechos Humanos para la Región Andina,
organizado por el IIDH realizado en Colom­
bia. Conjuntamente con la Conferencia Epis­
copal Venezolana y Provea, el Institutoorga­
nizó un Seminario sobre Servicios de Derechos

Humanos de la Iglesia en Venezuela, en el que
participaron representantes de doce diócesis y
seis Obis pos, con el objeto de brindar un espacio
formativo y de reflexión sobre el trabajo que
viene realizando la Iglesia venezolana.

También en el campo de la formación para
agentes eclesiales en derechos humanos, cabe
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destacar la participación de varios delegados
de pastoral social y de derechos humanos de
diversas diócesis venezolanas en actividades

formativas y pasantías desarrolladas en Costa
Rica, Panamá y Perú.

La profesionalización del trabajo de dere­
chos humanos desde el punto de vista jurídico
se concretÓ mediante la participaciÓn de tres
miembros de organismos venezolanos de de­
rechos humanos en el III Curso sobre Protec­

ciónInternacional de los Derechos Humanos,

organizado por la Comisión Andina de Juris­
tas en Lima, Perú.

Finalmente, cabe destacar el inicio de ac­

tividades de cooperación no financiem con
agencias internacionales. Varias entidades in­
ternacionales de cooperación solicitaron in­
formación sobre situaciones específicas de
violación de derechos humanos, especial­
mente a raíz de la masacre de Sabaneta, con

el objeto de dar una mayor difusión de estos
hechos entre los donantes que contribuyen
económicamente con proyectos de solidari­
dad desde Europa. En esta misma línea, Pro­
vea participó en el seminario sobre Planifica­
ción, Monitoreo y Evaluación, organizado por
las agencias Misereor y Agked y realizado en
Colombia en noviembre de 1993. A esta inicia­

tiva se suma la de la Fundación Ebert, la cual

expresó interés en apoyar a la comunidad de
ONGs de Venezuela en la prepamción de foros
que sensibilicen a la población sobre la proble­
mática de los derechos humanos en el país.
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